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LOS HI DROCARBUROS EN EL AÑO 2 0 0 5  
( De Car los Mesa a Evo Mora les)  

CEDI B   
 
 

El año 2005 en Bolivia estuvo determ inado 
por la problemát ica de los hidrocarburos, a 
poco m as de un año de la Guerra del Gas y la 
posesión de Carlos Mesa como presidente de la 
república, luego que los movim ientos sociales 
obligaran a la renuncia de Gonzalo Sánchez de 
Losada, m ovilizándose en oposición al proyecto 
de exportación de gas Pacific LNG y en 
exigencia de la nacionalización de los 
hidrocarburos. 
 
Posteriorm ente a estos hechos, en el año 2004 
se realizo el Referéndum  sobre hidrocarburos y 
en base a la interpretación de sus resultados el 
gobierno de C. Mesa elaboro varios proyectos 
de nueva Ley de Hidrocarburos, que en los 
hechos no cam biaban la est ructura y la lógica 
del régimen hidrocarburífero im puesto por las 
reformas de los gobiernos neoliberales de 
Sánchez de Losada, sin afectar los intereses de 
las pet roleras t ransnacionales. En este 
escenario y sin ningún cam bio sustancial en el 
sector, en abril de este m ism o año el gobierno 
suscribió un cont rato de exportación de gas a 
la Argent ina por un volum en de 4,5 m illones de 
m3/ día, que en enero del 2005 se 
incrementaría a 6,5 m illones de m3/ día, 
elevando el precio de $us 1.60 a $us 2.08 el 
MMCD. 
 
Enero de 2005 se inicia con un incremento del 
precio del diesel (aumento de 23% )  y ot ros 
derivados, promulgado por el gobierno. Esta 
medida provoca un importante conflicto 
protagonizado principalmente por el sector del 
autot ransporte, al cual se sum a el Com ité 
Cívico Pro-Santa Cruz y varias inst ituciones 
cruceñas, im poniendo al movim iento sus 
dem andas de autonom ía. El conflicto llega a su 
fin bajo el com prom iso del gobierno de rebajar 
el precio del diesel y principalm ente realizar un 
Referéndum  Vinculante sobre autonom ías. 
 
En los m eses posteriores la atención del país 
se concent ra en la discusión en el parlamento 
de la nueva ley de hidrocarburos, bajo la 
presión de algunas organizaciones sociales 
cam pesinas e indígenas vinculadas al MAS, que 
perm anecen m ovilizadas y en un estado de 
“ vigilia”  esperando los resultados del debate 
parlam entario. 
 
Ocho meses después de realizado el 
Referéndum  sobre hidrocarburos, el 
parlam ento aprueba un proyecto de ley, 

después de una discusión en la que se 
enfrentan pr incipalm ente t res propuestas, la 
del Poder Ejecut ivo, la de la Com isión 
Económ ica del Parlam ento y la de la 
Presidencia de la Cámara de Diputados. Si bien 
en los pr im eros m eses los tem as m as 
polém icos del debate fueron:  La m igración 
obligatoria de cont ratos, la consulta indígena, 
la inversión de un pozo por parcela y el tema 
im posit ivo, en los últ im os m eses se concent ro 
en el tema im posit ivo, planteándose t res 
form ulas, la de la Com isión que definía una 
regalía del 50%  para toda la producción, la del 
Poder Ejecut ivo que planteaba una regalía del 
18%  y un I m puesto Com plem entario a los 
Hidrocarburos que gravaría la producción de 
los cam pos de m anera progresiva, llegando al 
32%  en los siguientes 12 años y la propuesta 
de la Presidencia de la Cámara de Diputados 
que define un I mpuesto Directo a los 
Hidrocarburos I DH del 32%  y una regalía del 
18% . 
 
Una vez aprobado el régim en im posit ivo 
optando por el I DH, el 16 de marzo se aprueba 
la Ley de Hidrocarburos en el Par lamento, 
incorporando adem ás varios art ículos que 
definen el derecho de los pueblos indígenas a 
ser consultados y aceptar o vetar la ejecución 
de las operaciones pet roleras que afecten sus 
com unidades y terr itor ios, adem ás de la 
m igración obligatoria de cont ratos.  
 
En este periodo ( febrero-m arzo)  las pet roleras, 
el gobierno y varios senadores se pronuncian 
objetando varios art ículos de la nueva ley, 
pr incipalmente:  la propiedad de los 
hidrocarburos, la m igración obligatoria de 
cont ratos, el poder de veto que se otorga a los 
pueblos indígenas, la obligator iedad de 
inversión de pozo por parcela, el régimen 
t r ibutar io y la refundación de YPFB. Por ot ro 
lado los sectores m ovilizados por el MAS, 
generan una m ayor presión por la inm ediata 
aprobación y prom ulgación de la nueva ley. 
 
Este contexto determ ino un com plejo 
escenario, en el que el senado hizo una 
revisión de la ley, rat ificando los elem entos 
cent rales propuestos por el parlam ento -a 
excepción del derecho de veto indígena a los 
proyectos pet roleros, que fue elim inado;  este 
fue considerado uno de los m ayores avances 
de la nueva ley, respecto a las dem andas de 
los pueblos or iginarios -  siendo prom ulgada la 
nueva ley por el presidente del Senado el 18 
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de m ayo, ante la oposición del presidente C 
Mesa. 
 
La nueva Ley de Hidrocarburos (3058)  tuvo 
com o principales com ponentes, la declaración 
del derecho de propiedad del Estado sobre los 
recursos hidrocarburíferos, la m igración 
obligator ia de cont ratos por las pet roleras, un 
régimen im posit ivo en base a la formula 18%  
regalías y 32%  I DH (no deducible, ni 
acreditable)  y la refundación de YPFB. Por la 
generalidad del texto de la Ley, no se conoce 
su form a de aplicación y en los hechos se deja 
la definición del régimen de los hidrocarburos a 
posteriores norm as y reglam entos. Las m as 
im portantes crít icas realizadas a la ley por 
parte de las organizaciones sociales, fueron:  el 
desconocim iento de la demanda de 
nacionalización, la no recuperación efect iva de 
la propiedad de los hidrocarburos por el Estado 
al establecer la propiedad  del Estado en boca 
de pozo y no en toda la cadena;  el no 
potenciam iento de YPFB al no perm it ir le 
intervenir en el proceso de producción, la no 
definición de precios por parte del Estado, la 
legalización de las operaciones pet roleras 
basadas en cont ratos inconst itucionales, a 
part ir  de su conversión a nuevos cont ratos y la 
elim inación del derecho de veto indígena. 
 
Una vez prom ulgada la ley, se estableció un 
periodo de 180 días para la conversión de los 
cont ratos y la regular ización del sector en base 
a la nueva ley, norm a que hasta el m om ento 
no ha sido cum plida.  
 
A pocos días de haberse promulgado la nueva 
ley, los sectores sociales ligados al MAS, 
com enzaron una serie de m ovilizaciones 
demandando un régimen im posit ivo que cobre 
50%  de regalías y el reconocim iento al derecho 
de veto indígena. En el desarrollo del conflicto 
la m ayoría de los sectores populares –
principalm ente la Fejuve de El Alto-  se 
m ovilizaron ya no exigiendo la revisión de la 
ley, sino la nacionalización inm ediata de los 
hidrocarburos, la expropiación y expulsión de 
las empresas pet roleras, la Asamblea 
Const ituyente y en oposición al Referéndum  
Autonóm ico.  El conflicto se agudizó con la 
toma -por parte de los pobladores de El Alto y 
campesinos del occidente-  de la ciudad de La 
Paz, varios paros cívicos en el país, la tom a de 
pozos pet roleros en el Chaco, el cierre de 
válvulas de gasoductos, etc. 
 
En el conflicto se consolida y generaliza la 
dem anda de nacionalización de los 
hidrocarburos.  La solución del conflicto solo se 
da a part ir  de la renuncia del presidente C. 
Mesa y la sucesión const itucional m ediante la 
que Eduardo Rodríguez Veltze asum e la 
presidencia el 12 de junio, bajo la prem isa de 
convocar a elecciones generales en diciem bre. 
 

El nuevo gobierno tuvo la tarea –en el sector 
hidrocarburífero-  de aplicar la nueva norm a y 
reglam entar su ejecución.  En este aspecto el 
periodo de Rodríguez Veltze tuvo que t ratar 
dos tem as principales:  pr im ero:  la conversión 
de cont ratos por parte de las pet roleras (plazo 
de 180 días)  que no se logro reglamentar en 
ningún m omento, no se elaboraron m odelos de 
cont rato hasta el m om ento y por lo tanto las 
em presas aún operan bajo cont ratos 
inconst itucionales de la ley 1689. Segundo la 
aplicación y dist r ibución del nuevo I DH, cuyo 
cobro se inicio una vez prom ulgada la nueva 
ley de hidrocarburos. 
 
La dist r ibución del I DH provoco uno de los 
conflictos m as im portantes que tuvo que 
enfrentar el nuevo gobierno. A m ediados del 
m es de julio, los m unicipios y universidades se 
m ovilizaron, m ediante paros, huelgas de 
ham bre y bloqueos en dem anda de recibir  por 
concepto de copart icipación un 25%  (20%  
m unicipios y 5%  universidades)  de lo 
recaudado por el I DH. Las m ovilizaciones se 
extendieron –de form a interrum pida-  hasta el 
mes de sept iembre, en el que el gobierno cedió 
a las dem andas y definió la siguiente 
dist r ibución del I DH:  a)  42%  para el TGN;  b)  
58%  para las regiones:  33 %  para prefecturas, 
20%  para m unicipios y 5%  para universidades. 
 
Por ot ro lado en el mes de sept iembre, el 
gobierno avanza en la negociación de un nuevo 
cont rato de exportación a la Argent ina, 
incrementando los volúmenes de 6,5 mpc a 7,7 
m pc diar ios. 
 
En los últ imos t res meses del año 2005 -al 
haberse convocado a elecciones generales para 
el mes de diciembre-  el debate sobre el tema 
hidrocarburífero, la aplicación de la ley 3058, la 
dem anda de nacionalización, etc. se 
t rasladaron a las propuestas electorales de los 
dist intos part idos polít icos y agrupaciones 
ciudadanas. El gobierno dejo de ser sujeto de 
interpelación y atención respecto a sus 
acciones en el sector, produciéndose una etapa 
de suspenso en la perspect iva de que un nuevo 
gobierno sería el que defina el futuro del sector 
hidrocarburífero, en este sent ido el Poder 
Ejecut ivo y el Congreso de la República 
definieron que la m igración de cont ratos sea 
t ratada por el nuevo gobierno. 
 
Los part idos polít icos y agrupaciones presentes 
en las elecciones generales, t ienen diversas 
propuestas respecto al régimen del sector 
hidrocarburífero.  
 
La prim era fuerza polít ica de estas elecciones -
el Movim iento al Socialism o-  ha planteado en 
su programa de gobierno una “nacionalización 
efect iva” , basada en cuat ro puntos:  ejercicio 
pleno de la soberanía energét ica por parte del 
Estado;  el cont rol y part icipación efect ivos del 
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Estado en el sector hidrocarburífero;  
rentabilidad social en base a una redist r ibución 
equitat iva del excedente pet rolero;  y el uso de 
los hidrocarburos y el excedente de su 
explotación para la indust r ialización del país.  
 
La propuesta electoral del MAS indica que 
m ediante la nueva Ley de Hidrocarburos 3058, 
el Estado ha recuperado la propiedad sobre los 
recursos, por lo que corresponde que toda la 
producción de las empresas sea ent regada a 
YPFB. La llam ada “nacionalización efect iva”  de 
la propiedad de los hidrocarburos propuesta 
por el MAS es entendida como un cambio del 
régimen de concesión que figura en los 
actuales cont ratos de r iesgo com part ido, a un 
régimen de prestación de servicios por las 
empresas a YPFB, Plantea que YPFB part icipe 
en toda la cadena de operación a t ravés de su 
part icipación accionaría en las em presas 
capitalizadas y pr ivat izadas que operan 
unidades est ratégicas del sector, por lo que se 
debe recuperar el cont rol por parte del Estado 
de las unidades de t ransporte y 
alm acenam iento de hidrocarburos y la 
refinación de pet róleo. En la producción, 
t ransporte y refinación se plantea la 
“bolivianización”  de las empresas, mediante:  
a)  en el caso Transredes, Chaco y Andina, se 
deberán t ransferir  las acciones del Fondo de 
Capitalización Colect iva (FCC)  de los bolivianos 
al Estado nacional. El Estado deberá com prar 
las acciones de los t rabajadores y adquir ir un 
porcentaje de las acciones en m anos de las 
em presas ext ranjeras, para lograr tener el 
51%  del paquete accionario, dir igiendo de esta 
form a la em presa;  b)  en el caso de los 
poliductos y refinerías, el Estado planteará a la 
EBR la recom pra de las refinerías Valle 
Herm oso y Palm asola o en su defecto, tendrá 
una part icipación m ayoritar ia en el paquete 
accionario.  
 
En el tem a de precios, el MAS plantea conceder 
(m ediante una ley)  a YPFB facultades para 
part icipar act ivam ente en la determ inación de 
los precios de exportación y por ot ro lado 
elim inar la sujeción de los precios del m ercado 
interno a los precios internacionales.  
 
La segunda fuerza polít ica de estas elecciones 
PODEMOS, indica en su plan de gobierno que 
la propiedad de los hidrocarburos es del 
Estado, tal com o establece la CPE, plantea que 
la em presa estatal YPFB, tenga las at r ibuciones 
de adm inist rar cont ratos, cont rolar la 
producción y se convierta en una em presa líder 
en negociaciones de compra venta de gas. 
Además de una polít ica de gobierno que 
prom ueva una exportación m asiva de 
hidrocarburos. 
 
Por últ im o la agrupación ciudadana Unidad 
Nacional, tam bién reconoce en su Plan el 
derecho propietar io del Estado y plantea la 

compra progresiva de acciones de las 
empresas capitalizadas por parte del Estado, la 
consolidación de YPFB com o una em presa 
m ixta que interviene en la cadena product iva y 
la necesaria intervención de inversión privada 
para llevar adelante procesos de 
indust r ialización. 
 
Las elecciones generales le dieron una gran 
votación al MAS y la m ayoría absoluta que 
define que el nuevo presidente sea Evo 
Morales, por lo que se espera que la polít ica 
hidrocarburífera del nuevo gobierno se base en 
los planteam ientos de su Plan de Gobierno, 
que respecto al sector no const ituye un 
programa radical, sino que aparentemente se 
basara en la const itución de un régim en de 
empresas m ixtas en una sociedad ent re el 
Estado y las pet roleras, sobre las que el Estado 
tendrá el cont rol de sus direcciones, m ediante 
la com pra progresiva de acciones, es decir que 
no se prevé a futuro un proceso de 
nacionalización m ediante la expropiación de las 
em presas y la const itución de una m onopólica 
empresa estatal que opere en el sector. 
 
Como podem os ver al año 2005 es un periodo 
fundam ental para el sector hidrocarburífero en 
el país, periodo en el que podemos ubicar 
cuat ro elem entos principales:  
 
1.-  Pese a las im portantes m ovilizaciones del 
año 2003 y la constante presión de las 
organizaciones sociales en demanda de la 
nacionalización, el gobierno de C Mesa llevo 
adelante una polít ica hidrocarburífera basada 
en la norm at iva establecida por Sánchez de 
Losada y en beneficio directo de las em presas 
pet roleras, no llegando a afectar sus intereses 
en ningún m om ento. Esta polít ica se baso 
principalm ente en am pliar los convenios de 
exportación, e increm entar m asivam ente los 
volúm enes exportados a Argent ina, y elaborar 
una nueva norm at iva del sector, que en los 
hechos no pretendía cam biar la regulación, 
pero tendía a la exportación masiva de gas 
natural y a la legalización de los cont ratos y 
operaciones ilegales de las em presas. 
 
2.-  Ot ro de los temas fundamentales es el del 
debate y aprobación de la nueva ley de 
hidrocarburos, que determ ino una nueva 
norm a del sector que no llega a nacionalizar 
los hidrocarburos, ni a definir  el cont rol del 
Estado sobre el sector. I nt roduciendo la 
posibilidad de una intervención del Estado en 
las empresas, mediante la figura de “empresas 
m ixtas” , que plantean los art ículos referidos a 
cont ratos. Lo m as claro de esta ley es la 
definición del I mpuesto Directo a los 
Hidrocarburos, que grava con el 32%  a la 
producción de los cam pos, m ediante el cual se 
espera un increm ento anual de $us 400 
m illones por part icipaciones para el Estado.  
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Por la generalidad de esta ley se espera que 
sean futuros reglam entos y los cont ratos 
firmados con las empresas los que definan en 
los hechos la nueva regulación del sector. 
 
3.-  De form a paralela a la aprobación de la ley, 
diversas organizaciones sociales se m ovilizaron 
de manera permanente. Si bien los dir igentes 
de los sectores indígenas y campesinos ligados 
al MAS se m ovilizaron en dem anda de la 
aprobación sin modificaciones de la ley 
propuesta por la Com isión Económ ica del 
Parlam ento, estos grupos chocaron con 
sectores m ucho m as radicalizados com o la 
FEJUVE de El Alto, que demandaban la 
nacionalización total de los hidrocarburos, que 
en ult im a instancia se im puso sobre el 
m ovim iento generalizándose a ot ras regiones 
del país. Estos hechos que precipitaron la 
renuncia de C Mesa a la presidencia, 
demost raron principalm ente como la demanda 
de nacionalización –entendida com o la 

expropiación de las empresas sin 
indem nización y el cont rol m onopólico del 
sector por la empresa estatal-   había llegado a 
profundizarse y generalizarse en todos los 
sectores populares. 
 
4.-  El últ im o periodo de este año se rem it ió al 
periodo electoral y las elecciones generales. Al 
haber sido ganador con una amplia mayoría el 
Movim iento al Socialismo, consideramos que el 
futuro del sector hidrocarburífero tendrá com o 
norte los planteam ientos realizados por el MAS 
en su program a de gobierno y la aplicación de 
la ley 3058 sin mayores modificaciones, por lo 
que se espera que las operaciones del sector 
estén basadas en un m odelo de econom ía 
m ixta, en una convivencia ent re em presas 
t ransnacionales y Estado, que se dist r ibuyen 
las ut ilidades. No cabe esperar una 
nacionalización directa tal com o lo habían 
exigido las organizaciones sociales en sus 
m ovilizaciones del los últ im os dos años.

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


